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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante este tribunal el señor Christian 

Joel García Lozada (García Lozada / apelante) y solicita 

que revoquemos la Resolución emitida el 18 de marzo de 

2018 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón. Mediante le referido dictamen, el foro primario 

desestimó, con perjuicio, la demanda en daños y 

perjuicios presentada contra el Municipio de Naranjito 

(Municipio / apelado). 

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

resolvemos CONFIRMAR el dictamen recurrido. 

I 

 Por hechos ocurridos el 3 de octubre de 2014, el 

señor García Lozada presentó una demanda sobre daños y 

perjuicios contra el Municipio, su aseguradora, 
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Multinational Insurance Company, y otros.1 En la primera 

demanda enmendada se alegó que para la referida fecha el 

señor García Lozada manejaba su vehículo de motor por la 

carretera PR-152 que conduce de Naranjito a 

Barranquitas, cuando el auto sufrió desperfectos 

mecánicos. Relató que cuando se estacionó a la orilla de 

la carretera para inspeccionar su vehículo, se bajó y 

cayó por un agujero tipo “man hole” y/o desagüe de aguas 

pluviales que estaba descubierto. El demandante alegó 

que el área carecía de iluminación y que el Municipio es 

el encargado de brindarle mantenimiento a la 

alcantarilla donde ocurrió el accidente, toda vez que es 

responsable de mantener el sistema de descargue de aguas 

pluviales que discurren por la referida alcantarilla. Lo 

anterior, a tenor con la Ley Federal de Aguas Limpias 

(Clean Water Act), 33 USC sec. 1251 et seq. A raíz del 

accidente, el demandante reclamó una compensación por 

los daños sufridos. 

 Luego de varias incidencias procesales, el 7 de 

diciembre de 2015, el Municipio y su aseguradora 

solicitaron la desestimación de la reclamación bajo el 

argumento de que el Departamento de Transportación y 

Obras Públicas (DTOP) es quien posee la jurisdicción y 

control sobre la carretera estatal PR-152 y la 

alcantarilla donde ocurrió el accidente. Además, 

alegaron que los estatutos federales bajo los cuales el 

señor García Lozada le imputó responsabilidad, no le 

atribuyen a la municipalidad el deber de mantener las 

                                                 
1 Comparecieron como codemandados la Autoridad de Acueductos y 

Alcantarillados, la Autoridad de Energía Eléctrica, el Departamento 

de Transportación y Obras Públicas y el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico. Sin embargo, a solicitud del demandante, el Tribunal 

de Primera Instancia dictó Sentencia Parcial el 9 de junio de 2017 

desestimando con perjuicio las reclamaciones en contra estos. 
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tapas que cubren los agujeros de las alcantarillas que 

ubican en una carretera estatal. El Municipio acompañó 

su solicitud con una declaración jurada. 

 El demandante se opuso a la moción de desestimación 

y posteriormente, presentó el 15 de marzo de 2016 una 

Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial. 

Solicitó al tribunal que declarara al DTOP como el 

titular del desagüe pluvial descubierto ubicado en la 

carretera PR-152 donde ocurrió el accidente y, por 

tanto, responsable del control y mantenimiento del 

mismo. 

 El ELA se opuso oportunamente a la solicitud de 

sentencia sumaria. Aun cuando reconoció que el DTOP 

posee la jurisdicción, control y mantenimiento de la 

carretera PR-152, adujo que existe controversia sobre 

quien es el verdadero responsable del mantenimiento de 

las áreas verdes de la carretera PR-152.  

El señor García Lozada replicó a la oposición del 

ELA. Reiteró que la alcantarilla es de tipo pluvial y su 

mantenimiento le corresponde al DTOP. A su vez, alegó 

que no existe controversia en cuanto a que dicho desagüe 

también es controlado por el Municipio, ya que le 

corresponde mantener las áreas verdes que cubrían el 

desagüe. 

 Sometida las mociones dispositivas, el 18 de julio 

de 2016 el Tribunal de Primera Instancia dictó Sentencia 

Parcial. En definitiva, resolvió que la titularidad del 

desagüe pluvial ubicado en la carretera PR-152 donde 

ocurrió el accidente le pertenece al DTOP. En 
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consecuencia, desestimó con perjuicio la demanda incoada 

contra el Municipio.2 

 El señor García Lozada solicitó la reconsideración 

del dictamen, lo cual fue denegado por el tribunal 

mediante Resolución de 18 de agosto de 2016.  

El 6 de septiembre de 2016, el señor García Lozada 

presentó una Segunda Demanda Enmendada, para hacer una 

exposición más definida de las alegaciones en cuanto a 

la responsabilidad del Municipio por las áreas verdes de 

la carretera que alegadamente cubrían la alcantarilla. 

Ante la alegada presentación de nueva prueba que 

evidenciaba que el Municipio es el responsable del 

mantenimiento de las áreas verdes del lugar donde 

ocurrió el accidente, el tribunal accedió a mantener su 

jurisdicción para decidir si sostiene o no la 

denegatoria de la solicitud de reconsideración.3 Las 

partes presentaron sus respectivos memorando de derecho 

en apoyo a sus alegaciones. Finalmente, el foro primario 

decidió sostener su determinación de No Ha Lugar a la 

moción de reconsideración presentada por el demandante 

y, así, reafirmó la desestimación de la demanda en cuanto 

al Municipio4, según dictado en la Sentencia Parcial de 

18 de julio de 2016.  

Inconforme, el señor García Lozada acudió ante el 

foro apelativo mediante el recurso de apelación 

KLAN201701084, impugnando la Sentencia Parcial emitida 

el 18 de julio de 2016. Un panel hermano decidió revocar 

la sentencia apelada toda vez que adolecía de un listado 

de determinaciones de hechos controvertidos y no 

                                                 
2 Así también, el tribunal desestimó la demanda incoada contra la 

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados. Véase, Apéndice 13 del 

recurso de apelación, pág. 106. 
3 Apéndice 20 del recurso de apelación, págs. 138-139. 
4 Íd., Apéndice 23, pág. 220. 
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controvertidos que imposibilitan una adecuada revisión 

judicial. En consecuencia, se devolvió el caso al 

tribunal de instancia para que emitiera una 

determinación de conformidad a la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.4. 

 En cumplimiento con el mandato del foro apelativo, 

el Tribunal de Primera Instancia emitió el 19 de marzo 

de 2018 la Resolución recurrida. La decisión recoge las 

determinaciones de hechos esbozadas en la Sentencia 

Parcial de 18 de julio de 2016 revocada.5 Luego de 

esbozar el derecho aplicable, el tribunal sentenciador 

reiteró su decisión de desestimar con perjuicio la 

demanda de daños y perjuicios incoada contra el 

Municipio. 

 Inconforme con la determinación, el señor García 

Lozada solicitó la reconsideración, lo cual fue denegado 

por el tribunal sentenciador mediante Resolución de 9 de 

abril de 2018. Así las cosas, el apelante acudió ante 

nos mediante el presente escrito de apelación y, le 

imputó al foro primario la comisión de los siguientes 

errores: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

EMITIR UNA RESOLUCIÓN EN LUGAR DE UNA 

SENTENCIA PARCIAL ENMENDADA O UNA SENTENCIA 

PARCIAL NUNC PRO TUNC. 

 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

DICTAR SENTENCIA SUMARIA PARCIAL DESESTIMANDO 

LA DEMANDA CONTRA EL MUNICIPIO DE NARANJITO 

AUN CUANDO EXISTE CONTROVERSIA REAL Y DE BUENA 

FE SOBRE EL DEBER DE MANTENIMIENTO Y 

CONSERVACIÓN QUE TIENE EL MUNICIPIO DE 

NARANJITO CON RESPECTO A LAS ÁREAS VERDES 

ADYACENTES AL LUGAR DONDE OCURRIÓ EL 

ACCIDENTE. 

 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, COMO 

CUESTIÓN DE DERECHO, AL DESESTIMAR LA DEMANDA 

CONTRA EL MUNICIPIO DE NARANJITO, AL AMPARO DE 

                                                 
5 Apéndice 1 del recurso de apelación, págs. 2-6. 
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LA REGLA 10.5(5) DE PROCEDIMIENTO CIVIL DE 

2009, SUPRA. 

 

El 6 de julio de 2018, el Municipio presentó su 

escrito en oposición.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

-A- 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36, atiende todo lo referente al mecanismo de 

sentencia sumaria. En específico, la Regla 36.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1, dispone que 

una parte podrá presentar una moción fundamentada “en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos esenciales y pertinentes, para que el tribunal 

dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada”. 

Este mecanismo procesal vela adecuadamente por el 

balance entre el derecho de todo litigante a tener su 

día en corte y la disposición justa rápida y económica 

de los litigios civiles, principio consagrado en la 

Regla 1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 1. 

Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 300 (2012); Ramos 

Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 220 (2010). Así pues, 

la parte que solicite la disposición de un asunto 

mediante el mecanismo de sentencia sumaria deberá 

establecer su derecho con claridad, pero, sobre todo, 

deberá demostrar que no existe controversia sustancial 

sobre algún hecho esencial. González Aristud v. Hosp. 
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Pavía, 168 DPR 127, 137-138 (2006); Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213. 

De otro lado, la parte que se oponga a que se dicte 

sentencia sumaria, según la citada Regla 36.3, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3, deberá controvertir la prueba presentada 

por la parte que la solicita por lo que deberá cumplir 

con los mismos requisitos que tiene que cumplir la parte 

proponente. Véase, Regla 36.3 (b) (2), supra. 

De no hacerlo, la parte opositora correrá el riesgo 

de que la solicitud de sentencia sumaria sea acogida por 

el tribunal y se resuelva en su contra. Ramos v. 

Univisión Pérez, supra, pág. 215. Como regla general, la 

parte que se oponga a la sentencia sumaria deberá 

“presentar contradeclaraciones juradas y 

contradocumentos que pongan en controversia los hechos 

presentados por el promovente”. Presiding Bishop CJC of 

LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 721 (1986). Es por ello que 

la parte que se oponga no puede descansar en meras 

alegaciones. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. 

Así las cosas, únicamente procederá que se dicte 

sentencia sumaria si de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, 

en unión a las declaraciones juradas y alguna otra 

evidencia si las hubiere, acreditan la inexistencia de 

una controversia real y sustancial respecto a algún 

hecho esencial y pertinente y, además, si el derecho 

aplicable así lo justifica. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414 (2013). 

En cuanto a nuestra función revisora, si al evaluar 

una sentencia emitida sumariamente determinamos que 

existen hechos esenciales y pertinentes controvertidos, 

nos corresponde exponer cuáles son los hechos en 
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controversia y cuáles están incontrovertidos, en 

cumplimiento con la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 36.4. Por el contrario, de entender 

que los hechos materiales estaban realmente 

incontrovertidos, nuestra revisión quedará limitada a 

auscultar si el tribunal apelado aplicó el derecho 

correctamente. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

193 DPR 100, 119 (2015). 

-B- 

En este caso, lo que pretende la parte apelante es 

imputarle responsabilidad conjunta al Municipio sobre la 

conservación de la alcantarilla en la carretera PR-152, 

así como sobre las áreas verdes aledañas. El apelante 

busca apoyo en la Ley de Travesía de Puerto Rico6, 9 LPRA 

sec. 12 et seq., la Ley de Administración, Conservación 

y Policía de las Carreteras Estatales de Puerto Rico7, 9 

LPRA sec. 2101 et seq., y su jurisprudencia 

interpretativa8, así como en el Clean Water Act, 33 USC 

1251 et seq., y la Ordenanza Municipal Núm. 26, Serie 

2011-129.  

Por un lado, la Ley de Travesía de Puerto Rico, 

supra, fue aprobada con el propósito de imponerle al 

entonces Comisionado el Interior de Puerto Rico la 

obligación ministerial de conservar y mantener los 

trozos de carreteras insulares que atraviesan las zonas 

                                                 
6 Ley Núm. 49 de 1 de diciembre de 1917, según enmendada. 
7 Ley Núm. 54 de 30 de mayo de 1973, según enmendada. 
8 Vélez v. La Capital, 77 DPR 701 (1954) y Pérez v. Mun. de Lares, 

155 DPR 697 (2001). 
9 Ordenanza Núm. 26, Serie: 2011-12, de la Legislatura Municipal de 

Naranjito, Puerto Rico para enmendar la Ordenanza Municipal Núm. 3 

Serie:2003-04 del Código de Orden Público en la Zona Urbana de 

Naranjito para incluir la Carr. Núm. 5 comenzando en el Puente 

Atirantado e incluyendo la Carr. PR 152 hasta la Carr. PR 779, la 

Carr. PR 147, Carr. PR 148 y Carr. PR 164 hasta Puente Coro; y para 

otros fines. 
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urbanas de los pueblos, conocidos como travesías. Pérez 

v. Mun. de Lares, 155 DPR 697, 706 (2001).  

A esos efectos, el Artículo 1 de la citada Ley 

dispone: 

Por la presente se ordena al Secretario de 

Transportación y Obras Públicas la 

conservación, por cuenta de su Departamento, 

de los trozos de carreteras que forman las 

travesías de los pueblos. 9 LPRA sec. 12. 

Por su parte, el Art. 2 dispone que: 

 

Las travesías de los pueblos que sean así 

conservadas por el Departamento de 

Transportación y Obras Públicas de Puerto 

Rico, serán consideradas como parte de las 

carreteras estatales y sometidas a las 

disposiciones de la ley para la conservación 

y policía de los caminos públicos. 9 LPRA sec. 

13; Pérez v. Mun. de Lares, supra, pág. 707. 

 

Sin embargo, el Artículo 2 de la Ley de Travesía, 

supra, también le impone responsabilidad a los 

municipios. A saber: 

Los municipios tendrán jurisdicción sobre las 

dos zonas urbanizadas, a ambos lados de la 

travesía, y podrán fijar las alineaciones para 

construcción de edificios y aceras de acuerdo 

con lo que dispongan las ordenanzas 

municipales. [...]. 9 LPRA sec. 13.  

 

Cónsono con lo anterior, el Artículo 6 de la Ley 

dispone: 

En caso de que algún municipio de los que 

queden acogidos al beneficio de las secs. 12 

a 18 de este título, resuelva pavimentar la 

travesía o dotarla de un firme de mejores 

condiciones que el que pueda ser construido 

por el Departamento de Transportación y Obras 

Públicas, el Secretario podrá hacer entrega al 

municipio del trozo correspondiente a la 

travesía. La entrega o traspaso de las 

travesías de los municipios al Secretario de 

Transportación y Obras Públicas, o viceversa, 

deberá constar en acta de la sesión que con 

tal objeto celebre el concejo municipal. Dicha 

acta deberá ser firmada también por el 

representante del Secretario de 

Transportación y Obras Públicas que entregue 

o reciba la travesía, copia de la cual se 

enviará al Secretario de Transportación y 

Obras Públicas y al Secretario de Estado. 9 

LPRA sec. 17. 

 



 
 

 
KLAN201800570 

 

10 

Por otro lado, la Ley de Administración, 

Conservación y Policía de Puerto Rico, supra, define en 

su Art. 1-02 lo que constituye una carretera estatal, 

sujeta a la responsabilidad del ELA, en cuanto a custodia 

y conservación. A saber: 

(a) Carretera.— Significará cualquier vía 

pública estatal para el tránsito vehicular que 

haya sido construida de acuerdo a alguna ley 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o 

que, habiendo sido construida por una agencia 

o corporación pública, estatal o federal o por 

un municipio, haya sido transferida legalmente 

al Departamento de Transportación y Obras 

Públicas para su custodia y conservación. Una 

carretera está integrada por la zona de 

rodaje, el paseo, la servidumbre de paso, así 

como puentes, obras de desagüe, rótulos, 

señales, barreras protectoras y todas las 

construcciones protectoras, necesarias y 

convenientes para el mejor tránsito de los 

vehículos. 9 LPRA sec. 2102. 

 

Al armonizar las disposiciones antes citadas, el 

Tribunal Supremo expresó que: 

Cuando la Asamblea Legislativa aprobó en 1973 

la Ley de Administración, Conservación y 

Policía de las Carreteras Estatales de Puerto 

Rico, decidió dejar vigentes las disposiciones 

de la Ley Núm. 49, supra, aplicables 

específicamente a las travesías de Puerto 

Rico. Presumimos que este acto legislativo 

tuvo la intención de que las travesías de 

Puerto Rico tuvieran un tratamiento en armonía 

con su propósito y espíritu. Dichos tramos de 

carretera se considerarían carreteras 

estatales para los efectos de su conservación; 

sin embargo, la jurisdicción de las zonas 

urbanizadas y lo concerniente a la 

construcción de las aceras paralelas a éstas 

permanecerían bajo el control de los 

municipios. [...] 

 

Lo antes expresado varía, cuando el municipio 

por donde discurre la travesía decide 

conservar, a su propio cargo, el tramo de 

carretera. Pérez v. Mun. de Lares, supra, pág. 

709.  

 

III 

 En relación al primer señalamiento de error, 

coincidimos con el apelante en cuanto a que la Resolución 

recurrida constituye en esencia una sentencia final, 
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toda vez que dispone de la totalidad del caso. En este 

punto, advertimos que el apelante desistió, con 

perjuicio, de la reclamación instada contra el DTOP y el 

ELA,10 por lo que el Municipio y su aseguradora quedaron 

como únicos demandados en el caso de epígrafe. A pesar 

de que el error no fue levantado por el señor García 

Lozada en su solicitud de reconsideración ante el 

tribunal de instancia, nada impide la presentación de la 

apelación como el recurso adecuado para la revisión de 

la determinación recurrida. Superado lo anterior, 

procedemos a discutir los méritos de la apelación. 

 En su segundo señalamiento de error, la parte 

apelante alegó que el foro primario incidió al 

desestimar la demanda incoada en contra del Municipio. 

Según este, existe prueba suficiente en el expediente 

que demuestra que la municipalidad es cocausante de los 

daños, toda vez que es la parte responsable de mantener 

y conservar las áreas verdes adyacentes al lugar donde 

ocurrió el accidente. Así, el señor García Lozada alegó 

que la falta de mantenimiento de las áreas verdes provocó 

que la vegetación obstruyera el desagüe pluvial sin 

cubierta y, en consecuencia, que se enredara y cayera en 

el hoyo. La solicitud de sentencia sumaria presentada 

por el apelante estuvo acompañada del Aviso de 

Ocurrencia realizado por la AAA, el Reglamento sobre los 

Servicios de Agua y Alcantarillado de 19 de junio de 

2003 y la declaración jurada suscrita por el señor José 

Serrano Sáez, Director de la Oficina de Planificación y 

Ordenación Territorial del Municipio de Naranjito.  

                                                 
10 El apelante también desistió con perjuicio de la reclamación en 

contra de la AAA y el AEE. 
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 Revisada la moción dispositiva, adoptamos por 

referencia las determinaciones de hechos realizadas por 

el foro primario.11 Sostenemos que el tribunal 

sentenciador no erró en la determinación de la prueba, 

ya que sus conclusiones de hechos encuentran apoyo en la 

evidencia que figura en autos. Veamos. 

Es un hecho incontrovertido que el DTOP es quien 

posee la jurisdicción y control sobre la alcantarilla o 

“man hole” localizado en la orilla de la carretera 

estatal PR-15212, donde se cayó el apelante. Tampoco está 

en controversia que la responsabilidad del mantenimiento 

y conservación de la alcantarilla o “man hole” en 

cuestión, pertenece al DTOP.13 Lo anterior ha sido 

admitido por la parte apelante a través de sus escritos. 

Ahora, lo que pretende el señor García Lozada es 

imputarle responsabilidad conjunta al Municipio sobre la 

conservación de la alcantarilla y las áreas verdes 

aledañas.  

En cuanto a lo primero, no existe prueba en el 

expediente que certifique que el Municipio tiene 

concurrentemente con el DTOP jurisdicción y control 

sobre la carretera PR-152 y la alcantarilla en cuestión. 

Es decir, el Municipio no tiene el deber de velar por la 

conservación de la alcantarilla o desagüe pluvial. No 

existe evidencia de que dicha facultad haya sido 

transferida por el DTOP al Municipio. Además, el Aviso 

de Ocurrencia realizado por la AAA y sometido por el 

apelante en apoyo a su solicitud de sentencia sumaria, 

señaló al DTOP como el responsable de conservar y darle 

                                                 
11 Apéndice 1 del recurso de apelación, págs. 3-5. 
12 Véase, determinaciones de hechos #1-3 de la resolución recurrida, 

págs. 3-4. 
13 Íd., determinación de hecho #4, pág. 4. 
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mantenimiento a la alcantarilla pluvial.14 El informe de 

la AAA no le imputa responsabilidad al Municipio. 

Respecto a la Ordenanza Municipal Núm. 26, Serie 

2011-12, fue emitida a los fines de extender la 

implantación del Código de Orden Público a la Zona Urbana 

de Naranjito, incluyendo la carretera PR-152.15 El Código 

de Orden Público pretende reestablecer el orden, la 

convivencia y la seguridad en los centros urbanos y las 

áreas comerciales donde existe gran concentración de 

actividades, tratando de erradicar los problemas 

asociados al uso y abuso de drogas ilícitas, estorbos 

públicos, deambulantes, limpieza y disposición de 

desperdicios sólidos, conservación física y estética de 

las vías públicas, parafernalia, entre otros.16 Contrario 

a lo alegado por la parte apelante, concluimos que nada 

en el texto de la ordenanza municipal le adjudica 

responsabilidad al Municipio específicamente sobre la 

conservación y mantenimiento de la alcantarilla o 

desagüe pluvial en cuestión, localizada en la carretera 

PR-152. 

Por otra parte, la ley federal Clean Water Act, 33 

USC sec. 1251 et seq., le impone responsabilidad al 

Estado y a los municipios de velar por la calidad del 

agua que desemboca en área navegables. El estatuto 

federal no obliga al Municipio a velar por la 

conservación de las alcantarillas bajo el control y 

jurisdicción del Estado.  

Por lo que resulta razonable concluir que el 

Municipio no es responsable del control y mantenimiento 

                                                 
14 Apéndice 10 del recurso de apelación, pág. 79. 
15 Íd., Apéndice 21, págs. 165-169. 
16 Íd. 
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de la carretera estatal, ni de la alcantarilla o “man 

hole” donde ocurrió el accidente.  

Ahora bien, en relación al mantenimiento de las 

áreas verdes de la carretera estatal PR-152, el 

Municipio admitió su responsabilidad.17 Sin embargo, 

aduce que el señor García Lozada falló en demostrar que 

la alcantarilla se encontraba en el área verde o en la 

acera perteneciente a la municipalidad. Coincidimos con 

la apreciación del Municipio.  

No se desprende del expediente, particularmente de 

los documentos que el señor García Lozada utilizó en 

apoyo a su solicitud de sentencia sumaria, que la 

alcantarilla en cuestión se encontraba en el área verde 

bajo el control y mantenimiento del Municipio. Según lo 

resuelto en Vélez v. La Capital, supra, se consideran 

parte de un área urbanizada las reatas y las jardineras; 

término que fue definido como “el espacio libre de 

pavimento que se deja entre el encintado de la calle y 

la acera para sembrar plantas de ornamentación”. En 

dicho caso, se demostró que el lugar donde se cayó la 

demandante era una jardinera bajo el control del 

municipio; área que era utilizada por las personas para 

subir o bajar de vehículos.  

A diferencia del citado caso, el señor García 

Lozada falló en unir a su solicitud de sentencia sumaria 

evidencia tendente a demostrar que la alcantarilla 

descubierta se encontraba en una jardinera o en una acera 

de la zona urbanizada perteneciente al Municipio. 

Tampoco surge del expediente que dicha área era 

frecuentada por peatones. Por el contrario, toda la 

                                                 
17 Véase, alegato en oposición a apelación, pág. 13. 
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prueba demuestra que la alcantarilla o “man hole” se 

encontraba propiamente en la carretera PR-152, sobre la 

cual confirmamos que el Municipio no tiene jurisdicción 

ni control. En consecuencia, sostenemos la determinación 

del foro primario, por lo que el segundo error señalado 

no fue cometido. 

Por último, señalamos que mediante la decisión 

recurrida el Tribunal de Primera Instancia resolvió 

tanto la solicitud de sentencia sumaria presentada por 

el apelante, como la moción de desestimación presentada 

por el Municipio. Sabido es que cuando una parte presenta 

una solicitud de desestimación al amparo de la Regla 

10.2(5) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

puede evaluarse la misma bajo los criterios de una 

sentencia sumaria, cuando es acompañada por documentos 

en apoyo. En este caso, el Municipio acompañó su 

solicitud de desestimación con una declaración jurada, 

por lo que el tribunal la consideró bajo los preceptos 

de una sentencia sumaria al disponer de ella mediante la 

decisión recurrida. Por tanto, el tercer error no fue 

cometido. 

En definitiva, sostenemos que las determinaciones 

de hechos esbozadas por el foro sentenciador en su 

dictamen están debidamente fundamentadas por la prueba 

documental presentada en apoyo a las mociones 

dispositivas. La parte apelante no apuntó a nuestra 

atención la existencia de controversias que impidieran 

la resolución sumaria del caso de epígrafe. De hecho, 

adviértase que la propia parte apelante presentó una 

solicitud de sentencia sumaria a su favor, precisamente 

por entender que no existían hechos materiales en 

controversia que impidieran la conclusión de caso. Por 
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tanto, el tribunal sentenciador en consideración a los 

hechos incontrovertidos y la normativa de derecho 

aplicable, decidió sin errores desestimar la demanda 

presentada contra el Municipio. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se CONFIRMA el 

dictamen recurrido. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


